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En el marco de la Organización de Estados Americanos, se elaboraron diferentes instrumentos que trataron de abarcar los distintos aspectos que confluyen en la temática de la violencia de género, siendo éstos la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y dentro del marco de la Organización de Estados Americanos (OEA) la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, conocida como Convención Belém do Pará dado que fue hecha en dicha ciudad en Brasil en el año 1994. Ambas Convenciones instan a los Estados firmantes a realizar un abordaje multidisciplinario de las temáticas que tratan y, en concreto en la Convención Interamericana que aborda la violencia contra las mujeres, incluye al Derecho penal como una herramienta ineludible para sancionar este tipo de conductas, recomendando hacer las reformas legislativas necesarias para tal fin.

Y es en esta línea que la Convención Belém do Pará establece como obligación de los Estados sancionar toda aquella conducta que pueda considerarse violencia contra la mujer y, entre otras medidas establece que, a tal fin, debe realizar un juicio oportuno. Pareciera entonces que la única opción posible frente a este tipo de hechos es el castigo del responsable sin que sea posible aplicar alguna medida alternativa a la pena, aunque ello pudiera resultar incluso beneficioso para la víctima. Esta interpretación ha dividido no sólo a la doctrina sino también a la jurisprudencia pues advierten que, en no pocas ocasiones, resulta más conveniente a los intereses de la víctima utilizar algún método alternativo que busque la reparación de ésta y la solución del conflicto que aplicar una pena de prisión aun cuando se deje en suspenso el cumplimiento de la condena, fundamentalmente en supuestos aislados y donde no se advierte que la víctima se encuentra en una situación de vulnerabilidad o sumisión respecto del victimario.

La Corte Suprema de Justicia de Argentina resolvió en abril de 2013 en el caso conocido como “Fallo Góngora” que la Convención impide aplicar cualquier criterio de oportunidad teniendo en cuenta que exige la realización de un juicio justo y así debe garantizarse a la mujer la posibilidad de acceder al mismo. A ello agregó que la forma de cumplir con la obligación internacional asumida por el Estado argentino de sancionar la violencia contra la mujer y permitirle que acceda a un juicio oportuno es desarrollar todas las instancias del proceso penal y concluir el mismo con el dictado de una sentencia. 

Sin perjuicio de ello, esta decisión de la Corte Suprema no está exenta de críticas por parte de la doctrina y también de algunos Tribunales inferiores. Resultan ser variados los argumentos tanto de la jurisprudencia como de la doctrina que abogan por la aplicación de medidas alternativas a la pena de prisión y que permitan la resolución del proceso sin que se recurra a la sanción penal. Muchos lo hacen desde la crítica al fallo “Góngora”, otros parten del análisis de la posición de la víctima o, incluso, de una interpretación diferente de la Convención Belém do Pará a partir de la posición de los organismos internacionales. Así el objetivo de este análisis es determinar si dichas críticas se encuentran justificadas o si, por el contrario, el Máximo Tribunal del país ha realizado una adecuada interpretación de la Convención teniendo en cuenta no sólo el sentido gramatical de las palabras utilizadas sino, fundamentalmente, el objeto y fin del mencionado instrumento internacional. 
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